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DECRETO DEL «MOPU» DE 
9-XII-49 («B.O.E.» 12-1-50) 
POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO SOBRE LA 
ORDENACIÓN DE LOS 
TRANSPORTES MECÁNICOS 
POR CARRETERA 
Preceptuado por la tercera disposición 
adicional de la Ley de 27 de diciem-
bre de 1947 que por el Ministro de 
Obras Públ icas se d ic tara el Regla-
mento para ejecución de dicha Ley, y 
oído el Consejo de Estado, a propues-
ta del Ministro de Obras Públicas y 
previa deliberación del consejo de Mi-
nistros, dispongo: 
Artículo único.—Se aprueba el ad-
junto Reglamento para aplicación de 
la Ley de 27 de diciembre de 1947, 
sobre ordenación de los transportes 
mecánicos por carretera. 
REGLAMENTO DE ORDENACIÓN DE 
TRANSPORTES MECÁNICOS POR 
CARRETERA 
CAPITULO XII 
Estaciones 
INICIATIVA PARA EL 
ESTABLECIMIENTO DE ESTACIONES 
121. El establecimiento de estacio-
nes destinadas a la concentración de 
llegadas y salidas de vehículos adscri-
tos a los servicios públicos de trans-
porte podrá llevarse a cabo por inicia-
tiva del Ministerio de Obras Públicas, 
de los Ayun tamien tos in teresados. 
Sindicatos Provinciales de Transportes 
o de particulares mediante expediente 
incoado por dicho Ministerio. 
En ningún caso podrá Iniciarse nuevo 
expediente mientras el que se hubiere 
abierto no se hallare concluso (208) . 
FORMAS EN QUE PUEDE LLEVARSE 
A CABO LA CONSTRUCCIÓN Y 
EXPLOTACIÓN DE ESTACIONES 
122. La construcción o explotación 
de las estacióties podrá realizarse: 
a) Directamente por los Ayuntamien-
tos que así lo soliciten y previa auto-
rización del Ministerio de Obras Pú-
blicas. 
b) A virtud de concesiones otorgadas 
por los Ayuntamientos, previa autori-
zación del Ministerio de Obras Públi-
cas, mediante concursos en los que 
tendrán derecho preferente los Sindi-
catos Provinciales de Transportes y 
Comunicaciones. 
c) Di rectamente por los refer idos 
Sindicatos o por las Agrupaciones de 
transportistas constituidas dentro de 
aquellos que, previa renuncia de los 
Ayuntamientos interesados, obtengan 
la oportuna concesión del Ministerio 
de Obras Públicas. 
d) Mediante concesiones otorgadas 
en concurso por el M in is te r io de 
Obras Públicas a Ayuntamientos, Sin-
dicatos o particulares, en los que ten-
drán derecho sucesivo de preferencia 
los Ayuntamientos y Sindicatos. 
SEÑALAMIENTOS DE 
CARACTERÍSTICAS PROVISIONALES 
123. Los Ayuntamientos, Sindicatos 
Provinciales de Transportes y Comuni-
caciones o particulares que pretendan 
establecer una estac ión deberán, 
como trámite previo, ponerlo en cono-
cimiento de la Dirección General, la 
que con informe de la correspondiente 
Jefatura de Obras Públicas señalará 
las características provisionales que 
con carácter general ha de reunir la' 
estación, sin omitir las relativas a los 
servicios públicos de transporte que 
hayan de utilizarla, número mínimo de 
estacionamientos simultáneos que de-
ban preverse, locales destinados a los 
servicios de la Inspección, al cambio 
de la cor respondenc ia t ranspor tada 
por los concesionarios y a los demás 
del Estado que se mencionan en el 
ar t ícu lo 44 de la Ley, y, en conse-
cuencia, superficie aproximada de los 
terrenos necesarios y zona más con-
veniente para su emplazamiento. 
NOTIFICACIÓN DE LAS 
CARACTERÍSTICAS PROVISIONALES 
AL AYUNTAMIENTO 
124. Las características provisionales 
a que se refiere el artículo anterior se 
comunicarán en primer lugar al Ayun-
tamiento, a fin de que en el plazo que 
se fijará manifieste, según los casos: 
a) Si conocidas aquellas caracterís-
ticas persiste en su propósito de esta-
blecer la estación directamente o por 
concurso. 
b) Si no siendo el autor de la inicia-
tiva se decide a hacer uso del derecho 
de prioridad que le reconocen los ar-
tículos 41 y 42 de la Ley, entendién-
dose que renuncia a ellos si no los 
reclama en el plazo fijado. 
En todo caso, deberá informar, por lo 
que afecta a los intereses municipa-
les, sobre las características señala-
das, proponiendo las que a los mis-
mos convengan. La omisión de su in-
forme dentro del plazo marcado se 
considerará como aceptación de di-
chas características. 
FIJACIÓN DE LAS CARACTERÍSTICAS 
DEFINITIVAS Y SU NOTIFICACIÓN 
AL SINDICATO 
125. Oído el Ayuntamiento, la Direc-
ción General fijará las características 
definitivas de la estación, y cuando la 
iniciativa proceda de los particulares o 
del Sindicato Provincial, las pondrá en 
conocimiento de éste para que, si el 
Ayuntamiento ha renunciado a su de-
recho preferente, exponga en el plazo 
que se fije y según los casos: 
a) Si conocidas aquellas característi-
cas mantiene su propósito de solicitar 
la concesión. 
b) Si t ra tándose de una in ic ia t iva 
par t icu lar reclama para sí la conce-
sión, en uso del derecho de príorídad 
que en segundo lugar reconoce la 
Ley. Se entenderá que renuncia a tal 
derecho si no lo ha reclamado en el 
plazo señalado por la Dirección (209). 
NOTIFICACIÓN DE LAS 
CARACTERÍSTICAS A LOS 
PARTICULARES 
126. Si el Ayuntamiento y el Sindica-
to no hubieran hecho uso de sus de-
rechos, se comunicarán las caracterís-
t icas señaladas por la Dirección al 
particular autor de la iniciativa, para 
que, en un plazo que se fijará, mani-
fieste si la mantiene. 
AUTORIZACIÓN DE LOS 
AYUNTAMIENTOS PARA LA 
CONSTRUCCIÓN Y EXPLOTACIÓN 
DIRECTA 
127. Si, cumplidos los trámites preli-
minares a que se refieren los artículos 
123 y 124, se hubiera definido a favor 
de un Ayun tamien to el derecho de 
construir y explotar directamente una 
estación, se le notificará, señalándole 
plazo para que solicite en firme la au-
torización de que trata el artículo 39 
de la Ley, acompañando planos de si-
tuación, dimensiones de los terrenos 
destinados al efecto y anteproyecto 
justificativo de que la estación puede 
construirse en ellos con las caracterís-
ticas señaladas. 
Cuando el M in is te r io , oyendo a la 
Jefatura de Obras Públicas, considere 
aceptables el emplazamiento y ante-
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proyecto de la estación, señalará las 
tarifas máximas, así como los concep-
tos por los que éstas pueden percibir-
se, y otorgará la autorización solici-
tada. 
Si el Ministerio considera inaceptables 
el emplazamiento y anteproyecto, lo 
pondrá razonadamente en conocimien-
to del Ayuntamiento interesado, a fin 
de conseguir el oportuno acuerdo con 
éste. Si la avenencia no pudiera con-
cretarse, se suspenderá el otorgamien-
to de la autorización hasta que la 
cuestión quede solucionada por acuer-
do entre los Ministerios de Obras Pú-
blicas y de Gobernación, o por reso-
lución de la Presidencia del Gobierno. 
El Ayuntamiento, tan pronto como 
haya aprobado el proyecto definitivo, 
deberá remitir dos ejemplares del mis-
mo a la Jefatura de Obras Públicas. 
AUTORIZACIÓN A LOS 
AYUNTAMIENTOS PARA 
CONCURSAR 
LA CONSTRUCCIÓN Y EXPLOTACIÓN 
128. Si el Ayuntamiento pretende ad-
judicar en concurso la construcción y 
explotación, al presentar en el Minis-
terio de Obras Públicas la solicitud a 
que se refiere el artículo anterior, 
acompañará el pliego de bases para la 
celebración del concurso. 
El Ministerio, al conceder la autoriza-
ción, podrá condicionarla, señalando 
las bases definitivas para el concurso, 
entre las que figurarán necesariamente 
las tarifas máximas. Una vez adjudi-
cado éste, el Ayuntamiento notificará 
a la Jefatura de Obras Públicas el 
nombre del adjudicatario, remitiéndole 
dos ejemplares del proyecto aprobado. 
En todos los concursos que con arre-
glo a lo establecido en este artículo 
se celebren por los Ayuntamientos, 
tendrán derecho de preferencia los 
Sindicatos, siempre que sus proposi-
ciones se hayan presentado en tiempo 
y forma ajustadas a las bases del con-
curso y constituyan ofertas no menos 
ventajosas que las demás presentadas. 
CONCESIONES OTORGADAS A LOS 
SINDICATOS 
129. En el caso en que, con arreglo 
a lo establecido en el artículo 125, se 
haya definido a favor del Sindicato 
Provincial el derecho de construir y 
explotar una estación, podrá aquél so-
licitar en firme del Ministerio de Obras 
Públicas, en el plazo que se le señale, 
la correspondiente concesión, presen-
tando planos de situación y dimensio-
nes de todos los terrenos destinados 
al efecto, en unión de los documentos 
que acrediten suficientemente que dis-
ponen de aquéllos, anteproyecto com-
pleto de la estación, y de todas las 
construcciones e Instalaciones anejas. 
El Ministerio, oyendo a la Jefatura de 
Obras Públicas y previo acuerdo con 
el Ayuntamiento, o a falta de éste en 
virtud de resolución adoptada en la 
forma que señala el párrafo tercero del 
artículo 127, aceptará, rechazará o 
condicionará el emplazamiento y ante-
proyecto de la estación, y fijará las 
tarifas máximas, a fin de que el Sin-
dicato, en su caso, pueda presentar el 
proyecto definitivo. 
Aprobado éste, previa su confronta-
ción e informe de los Consejos Supe-
rior de Ferrocarriles y Transportes por 
Carretera y de Obras Públicas, el Mi-
nisterio otorgará la concesión defini-
tiva (210). 
CONCURSO PARA ADJUDICACIÓN 
DE ESTACIONES A LOS 
PARTICULARES 
130. Cuando el particular solicitante 
de una estación haya manifestado, 
con arreglo a lo que establece el ar-
tículo 126, su deseo de mantener su 
iniciativa, se publicará ésta por su 
cuenta en el «Boletín Oficial del Esta-
do», con las características señaladas, 
abriendo concurso para la presenta-
ción de proposiciones, en las que se 
concretarán los terrenos ofrecidos. 
Los concursantes deberán presentar: 
a) Plano de situación, forma y di-
mensiones de los terrenos ofrecidos. 
b) Documentos que acrediten sufi-
cientemente que disponen de dichos 
terrenos. 
c) Proyecto de la estación y todas 
sus construcciones e Instalaciones 
anejas. 
d) Estudio económico de la cons-
trucción y explotación, deduciendo del 
mismo las tarifas para el público y 
para los titulares de los servicios. 
e) Resguardo acreditativo de haber 
consignado a disposición del Director 
General, en la Caja General de Depósi-
tos, una fianza igual al 1 por 100 de 
la cantidad presupuestada en el estu-
dio económico para la construcción de 
la estación y sus anejos. 
Las proposiciones se presentarán en 
la Jefatura de Obras Públicas, la cual, 
en la fecha que se haya señalado en 
el anuncio del concurso, procederá a 
la apertura de pliegos. Esta se cele-
brará ante Notario, bajo la presidencia 
del Ingeniero Jefe, con asistencia del 
Ingeniero y Ayudante encargado de la 
Inspección de Transportes. 
En el -^cta correspondiente se relacio-
narán las proposiciones presentadas, 
las desechadas por no reunir las con-
diciones exigidas para su presentación 
y las admitidas, así como las observa-
ciones formuladas por los concursan-
tes que asistiesen. 
Del acta notarial se obtendrá una co-
pia autorizada, que quedará unida al 
expediente, y los gastos que se oca-
sionen serán de cuenta del adjudicata-
rio del concurso. 
La Jefatura de Obras Públicas remitirá 
al Ayuntamiento los documentos, es-
pecificados en los apartados a) y c), 
presentados por los concursantes, 
para que exponga su opinión sobre el 
emplazamiento de la estación y sobre 
las construcciones proyectadas en re-
lación con las Ordenanzas munici-
pales. 
Oído el Ayuntamiento, la Jefatura re-
mitirá toda la documentación del con-
curso con su Informe a la Dirección 
General, la que, previa consulta a los 
Consejos Superior de Ferrocarriles y 
Transportes por Carretera y de Obras 
Públicas, podrá seleccionar la proposi-
ción que juzgue más ventajosa, acep-
tándola íntegramente o condicionándo-
la en la forma que estime conveniente. 
El Ministerio de Obras Públicas otor-
gará la concesión provisional, que 
sólo se elevará a definitiva después de 
depositada una fianza equivalente al 
doble de la provisional y de haber sa-
tisfecho el adjudicatario al peticiona-
rio primitivo una cantidad equivalente 
a 5.000 pesetas por cada uno de los 
estacionamientos simultáneos señala-
dos como mínimo en las bases del 
concurso, siempre que dicho primer 
peticionarlo hubiese formulado una 
proposición admitida (211). 
ESTABLECIMIENTO DE ESTACIONES 
POR INICIATIVA DEL MINISTERIO 
DE OBRAS PUBLICAS 
131. El Ministerio de Obras Públicas, 
por propia iniciativa, podrá abrir expe-
diente para el establecimiento de una 
estación. Para ello, previo informe de 
la Jefatura de Obras Públicas, y de 
acuerdo con el Ayuntamiento o, a fal-
ta de éste, en virtud de resolución 
adoptada en la forma que señala el 
párrafo tercero del artículo 127, la Di-
rección General señalará las caracte-
rísticas y abrirá concurso para la pre-
sentación de proposiciones, celebrán-
dolo y adjudicándolo el Ministerio en 
la forma y con los trámites detallados 
en el artículo 130. 
Únicamente cuando se declare de-
sierto un concurso celebrado con arre-
glo a lo establecido en el párrafo an-
terior, el Ministerio de Obras Públicas 
podrá fijar, de acuerdo con el Ayunta-
miento, los terrenos necesarios para 
construir directamente una estación 
contratando su explotación mediante 
concurso, o para concursar conjunta-
mente su construcción y explotación. 
En todos los concursos que, con arre-
glo a lo establecido en este artículo, 
se celebren por el Ministerio, de Obras 
Públicas tendrán derecho de preferen-
cia sucesivamente los Ayuntamientos 
y Sindicatos, siempre que sus propo-
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siciones se hayan presentado en tiem-
po y forma ajustadas a las bases del 
concurso y que a juicio del Ministerio 
de Obras Públicas constituyan ofertas 
no menos ventajosas que las demás 
presentadas. 
REDACCIÓN DE PROYECTOS 
132. En todos los casos, los proyec-
tos de estaciones de autobuses debe-
rán ser firmados por técnico o técni-
cos con títulos que les autorice para 
el estudio y firma de esta clase de 
instalaciones, siendo causa de nulidad 
cuantos trámites se lleven a cabo por 
Organismos estatales o municipales 
sin el más exacto cump l im ien to de 
esta condición previa. 
FORMULARIO DE PROYECTOS; 
INSTALACIONES 
COMPLEMENTARIAS DE LAS 
ESTACIONES 
133. El Ministerio de Obras Públicas 
redactará un formulario sobre la pre-
sentación de proyectos, estudio eco-
nómico, justificación y descomposi-
ción de tarifas y demás detalles de la 
construcción y explotación a que se 
refiere el articulo 45 de la Ley. 
Los solicitantes podrán incluir en el 
proyecto, una vez cubiertas las necesi-
dades señaladas por el Ministerio de 
Obras Públicas, cuantos locales, vi-
viendas o ins ta lac iones consideren 
más convenientes al desenvolvimiento 
económico de la explotación, siempre 
con las limitaciones que las Ordenan-
zas municipales y demás disposicio-
nes vigentes puedan imponerse a su 
establecimiento. 
Los concesionarios podrán explotar di-
rectamente los servicios e Instalacio-
nes anejos a la estación, utilizar para 
su uso propio los demás locales exis-
tentes en los edificios de la misma, o 
bien explotarlos mediante arriendo, 
previa aprobac ión del Min is ter io de 
Obras Públicas. 
INSPECCIÓN Y VIGILANCIA DE LAS 
OBRAS 
134. En los casos de conces iones 
otorgadas a Ayuntamientos, Sindica-
tos o particulares, la inspección y vi-
gilancia de las obras se llevará a cabo 
por el Ministerio de Obras Públicas. 
En ningún caso podrá Iniciarse la ex-
p lo tac ión mientras d ichas obras no 
hayan sido reconocidas y definitiva-
mente aprobadas por dicho Ministerio. 
TARIFAS DE APLICACIÓN Y 
REGLAMENTO DE EXPLOTACIÓN 
135. Cualquiera que sea la forma en 
que la estación se haya autorizado o 
concedido, las tarifas de aplicación 
habrán de ser previamente aprobadas 
por el Ministerio de Obras Públicas, y 
no podrán exceder de las señaladas 
en la concesión o autorización ni re-
cargadas con ningún gravamen provin-
cial o mun ic ipa l ni de n inguna otra 
clase (212). 
Asimismo, y previamente a su apertu-
ra al servicio, deberá someterse a la 
aprobación de la Dirección General El 
Reglamento de explotación de las es-
taciones. 
REVISIÓN DE TARIFAS 
136. Excepcionalmente podrán ser re-
visadas las tarifas de la concesión o 
autorización a solicitud o previa au-
diencia del titular de aquélla, con in-
forme del Sindicato, de la Jefatura de 
Obras Públicas y del Consejo superior 
de Ferrocarriles y Transportes por Ca-
rretera. 
INSPECCIÓN DE LOS SERVICIOS 
DE LAS ESTACIONES 
137. Cualquiera que sea la forma en 
que se hubiera autorizado o concedido 
una estación, corresponde al Ministe-
rio de Obras Públicas la inspección 
directa de la explotación de los servi-
cios, ejercida por las correspondientes 
Jefaturas de Obras Públicas, con las 
atribuciones derivadas de la aplicación 
del artículo 112 de este Reglamento. 
SANCIONES 
138. Las faltas cometidas en la pres-
tación de los servicios y el incumpli-
miento por parte de los concesiona-
r ios de estac iones otorgadas por el 
Ministerio de Obras Públicas de las 
condiciones de la concesión podrá ser 
castigado con multas hasta el límite 
de 25.000 pesetas, o con la caducidad 
de la concesión mediante expediente 
incoado por dicho Ministerio. 
La, caducidad llevará consigo el resca-
te anticipado de las instalaciones en 
la forma prevista en el artículo 47 de 
la Ley; en el expediente de caducidad 
se especificará si procede la pérdida 
de la fianza y de la indemnización por 
la privación del disfrute durante los 
años que a la concesión restan. Las 
fa l tas comet idas por el púb l ico se 
multarán en la forma prevenida en el 
capítulo X de este Reglamento. 
CORRECCIONES 
139. Las fa l tas comet idas por los 
concesionarios de estaciones otorga-
das en concurso por los Ayuntamien-
tos serán corregidas por éstos a su 
iniciativa o a requerimiento de los Or-
ganismos de Obras Públicas encarga-
dos de la inspección. 
Cuando la estación se explote directa-
mente por el Ayuntamiento, la Inspec-
ción de Obras Públicas podrá señalar 
a aquél las faltas cometidas, requi-
r iendo su cor recc ión . Si ésta no se 
realizase, el Ministerio de Obras Públi-
cas podrá dar cuenta al de la Gober-
nación a los efectos procedentes. 
OBLIGACIÓN DE UTILIZAR LA 
ESTACIÓN POR LOS TITULARES DE 
LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE 
TRANSPORTE 
140. Al abrirse a la explotación una 
estación, el Ministerio de Obras Públi-
cas señalará los serv ic ios púb l i cos 
que, con arreglo al artículo 48 de la 
Ley, estén obligados a utilizarla. 
Quedan exceptuadas de esta obliga-
ción las concesiones de los servicios 
públicos que, mediante su Sindicato o 
la Agrupación correspondiente, disfru-
ten de ot ra estac ión concedida con 
arreglo a este Reglamento. 
Quedan asimismo exceptuadas de di-
cha ob l igac ión las líneas regulares 
que, como insta lac iones f i jas de la 
concesión, dispongan de un local, au-
tor izado por el M in is te r io de Obras 
Públicas, dentro del cual puedan esta-
c ionarse los vehícu los y ex is ta una 
sala de espera o vestíbulo con despa-
chos de billetes y facturación de equi-
pajes y mercancías. 
Las restantes líneas regulares que, por 
las causas que señala el segundo pá-
rrafo del artículo 48 de la Ley, no de-
ban concurrir a la estación a juicio de 
la Inspección de Obras Públicas, uti l i-
zarán los lugares de estacionamiento 
que, previo acuerdo con los Ayunta-
mientos respectivos, señale dicha Ins-
pección, que fijará las condiciones mí-
nimas exigibles en cada caso (213). 
referencias 
208. DOCTRINA. -«El tercer motivo de nuli-
dad de actuaciones se pretende fundar 
en falta de audiencia del Sindicato. Al 
argumentarse así se olvida que la trami-
tación se ha ajustado a los preceptos 
específicos que la regulan, contenidos 
en el capítulo 12 del Reglamento de 9 
de diciembre de 1949, cuyos momentos 
procedimentales se han observado exac-
tamente, y ello ha permitido al Sindi-
cato conocer las condiciones definitivas, 
ejercitar su derecho de prioridad y pre-
sentar el anteproyecto de construcción.» 
(STS. 18.10.63.) 
«En el escrito de recurso presentado 
por el Sindicato Provincial se contienen 
asimismo dos alegaciones que, si no 
afectan a los fundamentos de la Resolu-
ción de la Dirección General, que es 
objeto de impugnación, responden a 
dos peticiones que habían sido hechas 
por el propio Sindicato con anterioriaau 
y respecto de las cuales la Dirección 
General no resolvió. 
Se refiere la primera a un pretendido vi-
cio de nulidad en que se halla incurso 
el expediente por haber sido solicitada, 
la concesión a nombre de una Entidad 
jurídicamente inexistente. Si en el pri-
mer escrito de solicitud, presentado 
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por el señor M., pudo plantearse efec-
tivamente esa cuestión, no cabe en la 
actualidad, puesto que la solicitud se ha 
presentado a nombre de seis personas 
individuales, supuesto perfectamente 
posible y específicamente admitido en 
el artículo 25 de la Ley de Procedi-
miento Administrativo, que prevé el 
caso de un escrito firmado por varios 
interesados, disponiendo que las ac-
tuaciones a que dé lugar se entenderán 
con aquel que lo suscribe en primer 
término, de no expresarse otra cosa en 
el escrito, como efectivamente ha teni-
do lugar a lo largo de la tramitación del 
presente expediente. Otro problema 
extemporáneo en el presente momento 
es el de los términos formales de trans-
ferencia de la concesión a la futura 
Sociedad Anónima cuya constitución 
se anuncia.» (RR. CE 9.1.62.) 
209. DOC TRINA. — «La segunda irregularidad 
se supone cometida porque, según se 
expresa, no se fijaron de modo com-
pleto las condiciones definitivas de las 
construcciones que habían de llevarse 
a cabo. El defecto apuntado no existe, 
pues no era preceptivo ni necesario 
determinar qué servicios públicos de 
transportes habían de utilizar obliga-
toriamente las estaciones de autobuses 
proyectadas, dado el carácter de gene-
ral uso con que las mismas se cons-
truyen: el número mínimo de estacio-
namientos simultáneos estaba fijado en 
una cifra total de setenta para ambas 
estaciones, y el extremo relativo a las 
condiciones de los terrenos en que 
ellas habrían de ubicarse, etc., zona de 
emplazamiento, extensión superficial, 
etcétera, figura especificado con el 
suficiente detalle en el clausulado de 
las mismas.» (STS. 18.10.63.1 
210. DOCTRINA.—«La insuficiencia del tér-
mino que se fijó al Sindicato para 
presentar cuantos elementos señala el 
artículo 129 del aludido Reglamento 
constituye —según la demanda— el 
vicio que queda apuntado en el consi-
derando anterior. Hay que tener en 
cuenta que tal fijación es totalmente 
discrecional, en cuanto a su plazo, 
pues la norma citada sólo dice que el 
trámite habrá de cumplirse por el ad-
ministrado en el plazo que se le se-
ñale.» (STS. 18.10.63.) 
«La Organización Sindical española se 
halla inspirada en tres principios, que, 
con expresa invocación del Fuero del 
Trabajo, están proclamados en la parte 
expositiva de la Ley de X de enero de 
1940: unidad, totalidad y jerarquía. En 
consecuencia, el artículo primero de 
dicha Ley establece que «la Organiza-
ción Sindical de FET y de las JONS es 
la única reconocida con personalidad 
suficiente por el Estado, quien no 
admitirá la existencia de ninguna otra 
con fines análogos o similares, para 
hacer llegar hasta él las aspiraciones y 
necesidades que en el orden económico 
y social sean sentidas por los elemen-
tos productores de la nación». Sin em-
bargo, la afirmación de que sólo la Or-
ganización Sindical tiene personalidad 
suficiente, como trasunto del principio 
de unidad, tiene un sentido de raíz 
política y no puede extremarse su in-
terpretación hasta el punto de afirmar 
que el artículo primero no permite 
dotar de personalidad jurídica a otros 
organismos que pudieran estar insertos 
en la Organización Sindical. Y así una 
serie de Decretos posteriores relativos 
a los distintos Sindicatos nacionales, y 
en particular al Decreto de 18 de junio 
de 1942, en relación con el Sindicato 
Nacional de Transportes y Comunica-
ciones, proclaman, sin que pueda plan-
tearse problema alguno de ilegalidad, 
la plena personalidad jurídica de tales 
Corporaciones de Derecho público. 
Del mismo modo, la afirmación conte-
nida en tales Decretos de que los Sin-
dicatos nacionales constituyen la única 
organización con personalidad suficien-
te para ostentar la representación de 
los intereses de ¡a producción del sec-
tor correspondiente, tiene, junto a una 
dimensión específicamente jurídica, un 
sentido político que reitera, en el plano 
de los Sindicatos nacionales, el prin-
cipio de unidad sindical, de suerte que 
ninguna otra Organización que no sea 
el Sindicato nacional integrado en la 
Organización Sindical podrá gozar de 
personalidad y representación de los 
intereses del sector en el ámbito na-
cional. Pero tampoco esta afirmación 
puede extremarse hasta el punto de 
negar que otras entidades sindicales, 
vinculadas a ese Sindicato nacional por 
una relación de jerarquía, tengan nece-
sariamente que estar privadas de per-
sonalidad jurídica, pues aquella afirma-
ción de que el Sindicato nacional es la 
única Organización con personalidad 
suficiente tiene un sentido que debe 
afirmarse en relación con el principio 
de unidad y frente a otras organizacio-
nes y entidades que pudieran surgir al 
margen de la Organización Sindical. 
De otra parte, la Ley de 6 de diciem-
bre de 1940, que establece las bases 
de la Organización Sindical, viene a pro-
clamar unos principios orgánicos que 
están muy lejos de permitir afirmar 
que en la Organización Sindical españo-
la exista, junto a los principios señala-
dos de unidad, totalidad y jerarquía, un 
principio de centralización, que es el 
que estaría implícito en la afirmación 
de que sólo los Sindicatos nacionales 
disponen de personalidad jurídica sufi-
ciente. 
Efectivamente: la Organización Sindical 
se articula en dos órdenes fundamen-
tales de Organismos: las Centrales Na-
cional-Sindicalistas, articuladas en for-
mas diversas de organización local adap-
tadas a las necesidades de nuestra 
geografía económica, agrupan a los 
productores allí donde la vida del tra-
bajo se desenvuelve realmente. Los 
Sindicatos nacionales llevan al Gobierno 
las necesidades y aspiraciones propias 
de cada ramo de la producción y 
tienen la responsabilidad de hacer cum-
plir, en la esfera de su competencia, 
las normas y directrices que el Estado 
dicte como supremo rector de la eco-
nomía. Conforme al artículo tercero, a 
los Organismos sindicales corresponde 
la representación y disciplina de todos 
los productores en la esfera de su 
competencia territorial o económica. B 
artículo quinto establece que los Sindi-
catos y Hermandades Sindicales Loca-
les «tendrán personalidad jurídica, como 
Corporación de derecho público, tan 
pronto figuren aprobados sus estatutos 
por la Delegación Nacional de Sindica-
tos y aparezcan inscritos en el Registro 
que la misma establezca». Es claro que 
el artículo, por su emplazamiento sis-
temático, se está refiriendo exclusiva-
mente al Sindicato de ámbito local, 
como lo acredita el párrafo segundo 
del propio artículo, a cuyo tenor «las 
Delegaciones Provinciales de Sindicatos 
darán cuenta de la constitución de 
aquellas entidades (Sindicatos y Her-
mandades Sindicales locales) a los Go-
biernos Civiles respectivos». 
Es a partir del artículo octavo cuando la 
Ley se refiere a los Sindicatos naciona-
les, a los que corresponde la ordena-
ción económico-social de la producción, 
y cuyo reconocimiento oficial debe 
verificarse por Decreto acordado en 
Consejo de Ministros, conforme al ar-
tículo 11, en cumplimiento del cual se 
dictó, respecto del Sindicato Nacional 
de Transportes y Comunicaciones, el 
Decreto de 18 de junio de 1942. 
En consecuencia: es claro que las bases 
de la Organización Sindical parten de 
una doble diferenciación de los orga-
nismos sindicales, por razón del ámbito 
profesional y del ámbito territorial en 
que cada uno desarrolla sus funciones. 
El Sindicato nacional, en el ámbito na-
cional, es el único que tiene personali-
dad jurídica suficiente, conforme al De-
creto de 18 de junio de 1942, pero sin 
que ello implique el desconocimiento o 
la negación de la personalidad jurídica 
que el artículo quinto reconoce a los 
Sindicatos y Hermandades Sindicales 
locales. 
Finalmente, la relación de las funciones 
del Sindicato nacional, que contiene 
el artículo 18 de la propia Ley de 6 de 
diciembre de 1940, muestra que en su 
competencia no se hallan absorbidas 
las funciones que por su localización 
territorial están específicamente atribui-
das a las entidades sindicales de carác-
ter local. 
Aunque la específica legislación de 
Transportes por Carretera, por su alcan-
ce limitado, no genera una atribución 
de personalidad jurídica a entidades 
que no la tuvieren en virtud de sus 
disposiciones orgánicas, es lo cierto que 
la legitimación que en la Ley de 27 de 
diciembre de 1947 y en su Reglamento 
de 9 de diciembre de 1949 se atribuye 
al Sindicato Provincial de Transportes 
y Comunicaciones para el ejercicio del 
derecho de prioridad que en el presente 
caso se cuestiona, no supone sino un 
reconocimiento específico, que hace 
nuestra legislación, de que tales Sindi-
catos provinciales tienen capacidad para 
el ejercicio del derecho que por la Ley 
se les atribuye. 
Las objeciones fundamentales que se 
oponen a la argumentación hasta aquí 
seguida han sido sucintamente relacio-
nadas al extractar las alegaciones in-
vocadas por los peticionarios ante este 
Alto Cuerpo Consultivo. 
Si bien es cierto que las Leyes de Bases 
constituyen en esencia un mandato al 
Gobierno, al que se fijan las condicio-
nes con arreglo a las cuales debe ser 
articulada una disposición, no lo es me-
nos que existen Leyes de Bases que se 
vienen aplicando directamente, como 
la Ley de Bases de Sanidad, de 25 de 
noviembre de 1944. Pero es que, ade-
más, la Ley de 6 de diciembre de 1940 
es, más que una Ley de Bases, una Ley 
normal que fija las bases de la Organi-
zación Sindical, como corrobora el 
hecho de que no se ha utilizado la 
técnica jurídica de las bases, sino que 
la Ley aparece normalmente articulada. 
Problema distinto es el de si la mejor 
aplicación de la Ley requiere su desarro-
llo reglamentario. Esta línea argumental 
no puede obstar la eficacia «per se» de 
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la Ley no sólo por razones de carácter 
general y abstracto, sino también porque 
no es cierto que en el punto concreto 
aue se ha planteado en el presente ex-
pediente la Ley de 1940 se halle falta de 
todo desarrollo reglamentario. El Decre-
to de 17 de julio de 1943 dispone en su 
articulo segundo que los Sindicatos na-
cionales y las entidades sindicales me-
nores gozarán de la personalidad pro-
pia que les reconoce el artículo quinto 
de la Ley de 6 de diciembre de 1940, y 
que, en consecuencia, su personalidad 
jurídica será plena para el cumplimiento 
de sus fines y tendrán patrimonio sepa-
rado del general del Movimiento; y la 
Orden de 24 de diciembre de 1944, que 
se refiere a la constitución, estructura-
ción, patrimonio, inscripción e integra-
ción de los Sindicatos Verticales, regu-
ló minuciosamente en su capitulo V la 
forma de llevar a efecto la inscripción 
de los Sindicatos provincia/es a efectos 
de cumplir los requisitos previstos en el 
artículo quinto de la Ley de 6 de diciem-
bre de 1940, diferenciando la inscripción 
provisional para control e integración de 
las entidades provinciales en el Sindicato 
nacional, y la inscripción definitiva, cuya 
consecuencia es su «consideración para 
el futuro como Corporación de derecho 
público a todos los efectos», y «que 
tendrá lugar cuando la Junta Nacional 
de la Organización haya enviado a la 
CNS las órdenes de montaje vertical y 
las instrucciones para la confección de 
las cartas de personalidad correspon-
dientes a cada Sindicato Vertical»; la 
inscripción definitiva se efectúa por 
medio de expediente, que consta de 
los documentos siguientes: 
ai Acta de constitución de la entidad, 
donde se hará constar han queda-
do aprobados los estatutos de la 
misma. 
b) Triplicado ejemplar de las ordenan-
zas o estatutos. 
c) Referencia al número de la cédula 
de inscripción provisional. 
De todo lo hasta aquí expuesto resulta, 
a juicio de este Consejo de Estado, que 
el Sindicato provincial que cumple los 
requisitos del artículo quinto de la Ley 
de 6 de diciembre de 1940, que fija las 
bases de la Organización Sindical, tiene, 
amparada por dicha disposición, perso-
nalidad jurídica como Corporación de 
Derecho público. 
Pero es que, aun llegando a una con-
clusión contraria a la personalidad jurí-
dica del Sindicato provincial, inadmi-
sible dentro de nuestro Ordenamiento 
Jurídico, el problema no podría ser 
resulto por la simple denegación del 
derecho de prioridad al Sindicato pro-
vincial, puesto que al afirmar la perso-
nalidad jurídica única del Sindicato Na-
cional de Transportes y Comunicacio-
nes habría que introducir nuevos ele-
mentos para calificar la relación orgá-
nica de los Sindicatos provinciales res-
pecto de dicho Sindicato nacional, de 
suerte que el planteamiento del proble-
ma sería de competencia más que de 
capacidad. La personalidad jurídica sería 
única para el Sindicato, pero la actua-
ción de su capacidad se verificaría a 
través de sus distintos órganos en vir-
tud de una distribución de funciones 
en razón de la específica competencia 
de cada uno de ellos; competencia que 
se definiría en base a un criterio de 
orden territorial, respecto del cual po-
dría ya ser definitiva la legitimación que 
al Sindicato provincial reconoce la es-
pecifica legislación de Transportes por 
Carretera. 
Hechas las anteriores afirmaciones, el 
problema subsiguiente es el de deter-
minar si para solicitar el derecho de 
prioridad el Sindicato provincial tiene 
por sí capacidad de obrar o necesita 
la asistencia del Sindicato nacional, por 
razón de las normas de procedimiento 
económico-administrativo de las enti-
dades sindicales, y habida cuenta del 
importe de las estaciones de cuya 
construcción se trata. 
En primer lugar, hay que poner de 
relieve que una simple falta de docu-
mentación debe dar lugar, más que a 
denegar el derecho, a recabar los docu-
mentos precisos, aplicando por analo-
gía lo que establece para el peticionario 
el artículo 71 de la Ley de Procedi-
miento Administrativo, pero es que, 
aun examinadas las normas específicas 
internas de la Organización Sindical, y 
en particular, conforme a las alegacio-
nes del peticionario, las que regulan el 
procedimiento de formación de sus pre-
supuestos y exigen informe jurídico 
para los actos que implícita y explícita-
mente impliquen la adquisición de obli-
gaciones por parte de la Organización, 
este Consejo de Estado no considera 
que en el momento procesal definido 
en el artículo 125 del Reglamento de 
Transportes Mecánicos por carretera 
exista la situación de hecho y de dere-
cho sobre la cual debieran operar aque-
llas disposiciones, puesto que en la 
tramitación de las concesiones de agen-
cias de transportes hay que diferenciar 
el momento inicial, subsiguiente a la 
petición, en el cual se trata de llevar a 
cabo la definición del derecho que 
pueda corresponder al peticionario, al 
Ayuntamiento o al Sindicato provincial, 
y los momentos sucesivos a dicha 
definición, en los cuales podrían nacer 
las eventuales obligaciones de dicho 
peticionario o de aquellas entidades. 
Efectivamente, el artículo 129 dice tex-
tualmente que «en los casos en que, 
con arreglo a lo establecido en el ar-
tículo 125, se haya definido a favor del 
Sindicato provincial el derecho de cons-
truir y explotar una estación, podrá 
aquél solicitar en firme del Ministerio de 
Obras Públicas, en el plazo que se 
señale, la correspondiente concesión, 
presentando planos de situación y di-
mensiones de todos los terrenos desti-
nados al efecto, en unión de los docu-
mentos que acrediten suficientemente 
que dispone de aquéllos, anteproyecto 
completo de la estación y de todas las 
construcciones e instalaciones anejas». 
En consecuencia, parece que lo que se 
ha negado al Sindicato es la definición 
en este caso concreto del derecho de 
prioridad, que de un modo abstracto 
y general le reconoce el artículo 41 de 
la Ley de Transportes Mecánicos por 
Carretera y el artículo 125 de su Regla-
mento. Si tal derecho hubiera sido 
definido a su favor, el Ministerio de 
Obras Públicas habría fijado un plazo 
durante el cual el Sindicato provincial 
debía presentar los planos y docu-
mentos a que se refiere el artículo 129, 
y, naturalmente, cumplir los trámites 
que para la contracción de obligacio-
nes están previstos en la legislación 
orgánica sindical. Hay que pensar a este 
respecto que las mismas razones por 
las que los peticionarios iniciaron el 
expediente a nombre de la sociedad a 
constituir para evitar gastos innecesa-
rios que sólo sería preciso realizar en 
el supuesto de que se les otorgara la 
concesión, abonan la conclusión de que 
el Sindicato provincial debe llevar a efec-
to la contracción de crédito en el mo-
mento en que, conforme al artículo 129 
del Reglamento de Transportes Mecá-
nicos por Carretera solicite en firme 
dicha concesión, teniendo ya entonces 
un conocimiento preciso a través de 
los datos del artículo 129 de sus futuras 
obligaciones. 
Por otra parte, la afirmación de que en 
este momento del procedimiento no 
han contraído todavía obligaciones nin-
guno de los intervinientes en e/ mismo, 
está corroborada, en relación con los 
mismos particulares peticionarios, no 
sólo por el articulo 126, sino también 
por el hecho de no haber tenido que 
constituir todavía fianza, sino que es el 
trámite subsiguiente, el concurso para 
adjudicación a que se refiere el artículo 
130 el momento procesal en e/ que 
contraen una obligación por la presen-
tación de su propuesta, como acredita 
el hecho de que es entonces cuando 
debe presentar resguardo acreditativo 
de haber consignado a disposición dd 
Director general en la Caja General de 
Depósitos una fianza igual al 1 por 100 
de la cantidad presupuestada en el es-
tudio económico para la construcción 
de la estación y sus anejos. 
En consecuencia, estima e/ Consejo de 
Estado: 
al Que el Sindicato Provincial de 
Transportes y Comunicaciones de 
V. tiene personalidad jurídica, como 
Corporación de Derecho público, 
para el cumplimiento de sus fines, 
pues en el expediente se acredita 
su inscripción con el número 10.853, 
y, por Decreto de 12 de abril de 
1951, en el Registro Central de En-
tidades Sindicales, previa aproba-
ción de sus estatutos. 
b) Que tiene capacidad jurídica y se 
halla legitimado para solicitar el de-
recho de prioridad en la construc-
ción de estaciones de autobuses 
deV. 
c) Que las dudas que pudieran existir 
en relación con la capacidad de 
obrar de dicho Sindicato, en este 
caso concreto, no son referibles al 
momento procedimental de defini-
ción del derecho de prioridad, como 
acredita la redacción del artículo 129 
del Reglamento de Seguridad, como 
acredita la redacción del artículo 
129 del Reglamento de Transportes 
Mecánicos por Carretera, puesto 
que la actuación efectiva del dere-
cho y la contracción consiguiente 
de obligaciones se vinculan en el 
sistema de dicho Reglamento a la 
solicitud en firme de la concesión, 
de suerte que en el plazo señalado 
por el Ministerio de Obras Públicas 
deberán proceder en la forma ne-
cesaria para elaborar proyectos, jus-
tificar la disponibilidad de terrenos 
y acreditar, naturalmente, con cum-
plimiento de las disposiciones orgá-
nicas y de funcionamiento sindical, 
las fórmulas de financiación precisas. 
Otro problema es el de si el Sindi-
cato dispone o no de medios ade-
cuados para llevar a cabo la cons-
trucción de las estaciones que han 
sido solicitadas, e incluso si tiene 
la intención de construirlas y explo-
tarlas; cuestiones ajenas a la pro-
blemática jurídica, en los términos 
en que se halla planteada en el 
presente recurso, y que, en el des-
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envolvimiento de los trámites suce-
sivos, podrían conducir a la deca-
dencia del derecho de prioridad 
del Sindicato, si no cumple los trá-
mites subsiguientes en el plazo que 
por el Ministerio de Obras f^blicas 
se le señale, conforme el artículo 
129, para solicitar la concesión, y 
presentar los planos, documentos 
y proyectos, o si, conforme al 
artículo 138, una vez obtenida la 
concesión se incumplieran los pla-
' zos y condiciones que en la misma 
se señalen. Caso de producirse tal 
decadencia del derecho, deberá 
seguir la tramitación del actual ex-
pediente como si el Sindicato pro-
vincial no hubiera solicitado el de-
recho de prioridad.» ÍRR. CE. 9.1.62.) 
211. DOCTRINA. —«En lo referente a la sufi-
ciencia de los documentos presentados 
por los solicitantes para acreditar que 
disponen de los terrenos ofrecidos, es 
de señalar que corresponde a la Admi-
nistración valorar la eficacia de tales do-
cumentos a los efectos que previene el 
Reglamento de 9 de diciembre de 1949, 
y que en el presente caso resulta, en 
primer término, haber sido admitida la 
proposición presentada al acto de con-
curso por los solicitantes de la conce-
sión, por reunir las condiciones exigidas 
por el artículo 130 de dicho Reglamento, 
según consta en el acta notarial corres-
pondiente, y basada la disponibilidad 
de una parte de dichos terrenos en unas 
escrituras de opción de compra, auto-
rizadas notarialmente, son oportuna-
mente prorrogadas con las mismas for-
malidades: asimismo, y por lo que se 
refiere al resto de los terrenos del polí-
gono "Campanar", en lo que ha de 
asentarse la estación de la zona Norte, 
puede estimarse suficiente a los repeti-
dos efectos la documentación presen-
tada en cada momento, habida cuenta 
de la particular situación de tales terre-
nos, de la que se desprende, por último, 
que los mismos han sido destinados 
por el Ministerio de la Vivienda a la 
ubicación en tílos de la estación de que 
se trata; en consecuencia, no se apre-
cia causa bastante en la argumentación 
que a este respecto se contiene en el 
recurso para producir la anulación de 
la Orden ministerial por la que se otorgó 
la concesión definitiva.» (RR. 16.2.64.) 
212. NOTA. —La aplicación de tarifas en los 
servicios de facturación de equipajes y 
encargos está regulada por Orden minis-
terial de 3 de agosto de 1950 («Boletín 
Oficial del Estado» número 232, del 20), 
y sus condiciones esenciales son: 1.', 
comprobación efe/ peso en la oficina de 
la estación y abono por el viajero o re-
mitente del importe que, con arreglo 
al mismo y tarifa vigente en el servicio 
que haya de efectuar el transporte, co-
rresponda, incrementado con la canti-
dad que deba percibir la estación por 
la práctica del servicio, según las tarifas 
aprobadas en su concesión. No se per-
cibirá cantidad alguna cuando se trate 
de equipajes que no excedan del peso 
que determina el artículo 84, párrafo ter-
cero, del presente Reglamento; 2.', las 
estaciones de llegada gozan de la facul-
tad de comprobación del peso de los 
equipajes y encargos no facturados en 
las de salida y percibirán las cantidades 
que procedan en cada caso, antes de 
su entrega a los viajeros o consignata-
rios, y 3.', los equipajes y encargos 
facturados'en la estación de salida sola-
mente devengarán en ella las percep-
ciones correspondientes. (V. PAG. 543.) 
213. DOCTRINA. —«Han sido con todo deta-
lle analizadas las tarifas de aplicación 
por los Organismos que reglamentaria-
mente han debido intervenir en la tra-
mitación del expediente, estando, pues, 
razonablemente fundamentados los que 
en definitiva ha aprobado este Ministe-
rio en la Orden conceshnal de 7 de junio 
de 1963, y en uso de las atribuciones 
que le confiere el artículo 135 del Re-
glamento de Ordenación de los Trans-
portes por Carretera; que igual incon-
sistencia tiene la alegación del Sindicato 
recurrente sobre el inadecuado empla-
zamiento de las estaciones, cuando los 
informes oficiales aportados al expe-
diente, y de manera especial el más ca-
racterizado en cuanto a este particular 
concreto se refiere —el del Ayunta-
miento de Valencia— abonan la resolu-
ción adoptada, y que del mismo modo 
carece de base legal la rectificación que 
se pretende en el sentido de suprimir 
de la concesión la obligatoriedad de 
utilizar las estaciones por servicios de 
cercanías, pues en los acuerdos de 
adjudicación de esta clase de concesio-
nes no puede establecerse otras excep-
ciones a la obligación general de utili-
zación por todas las líneas de servicio 
regular que las que concretamente se 
señalan en el párrafo primero dd ar-
tículo 48 de la Ley de Ordenación de 
los Transportes por Carretera y en los 
párrafos segundo y tercero del artículo 
140 del Reglamento, a las cuales no se 
refiere e/ recurrente, siendo con poste-
rioridad a esa adjudicación cuando, si 
se dieran las causas a que se alude en 
el recurso, podría e/ Órgano competente 
excepcional, y sólo provisionalmente, 
de la utilización obligatoria, según así 
establece el párrafo segundo del ar-
tículo 48 de la Ley, citado, y el párrafo 
final del artículo 140 del Reglamento 
de Ordenación de los Transportes por 
Carretera.» (RR. 16.2.64.) 
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